
 

     

                                                                          

                        

 

SIGCMA 

Número Único  110016000013202103718-00 
Ubicación  45223 
Condenado ERIKA TATIANA GUTIERREZ VANEGAS 
C.C # 1026302040 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 9 de Noviembre de 2022, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia 980/22 
del 12 de SEPTIEMBRE de DOS MIL VEINTIDOS (2022), RECONOCE 
REDENCION Y NIEGA PRISION DOMICILIARIA, por el término de cuatro (4) días 
para que presente la sustentación respectiva, de conformidad a lo dispuesto en el 
Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 15 de Noviembre de 2022. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
EL SECRETARIO(A) 
 
 
ANA KARINA RAMIREZ VALDERRAMA 
 
 
 
 
 
 
 
 
Número Único  110016000013202103718-00 
Ubicación  45223 
Condenado ERIKA TATIANA GUTIERREZ VANEGAS 
C.C # 1026302040 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 16 de Noviembre de 2022, se corre traslado por el término común 
de cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 
194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 21 de Noviembre de 2022. 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 
EL SECRETARIO(A) 
 
 
 
ANA KARINA RAMIREZ VALDERRAMA 
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Señor  

JUEZ DIECISEIS (16) DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ 

Correo Electrónico: ejcp16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.                          S.                              D. 

 

                                                      Ref.- Rad. No. 11001600001320210371800 

                                                               N.I. 400195 Seguido contra: ERIKA TATIANA 

                                                               GUTIERREZ VANEGAS 

                                                               Delito: Hurto Calificado y Agravado 

                                                                ------------------------------------------------------------ 
                                                                     RECURSO DE APELACION CONTRA EL AUTO DE 

                                                                    FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DE 2022 NOTIFICADO  

                                                                    NOTIFICADO POR MEDIOS ELECTRONICOS EL  

                                                                    DÍA 20 DE OCTUBRE DE 2022. - 

 

MARÍA ANGÉLICA SILVA RÍOS, abogada en ejercicio, mayor de edad, 

domiciliada en Bogotá, identificada con la cedula de ciudadanía número 

1.010.196.433 expedida en Bogotá y Tarjeta Profesional 333.141 del Consejo 

Superior de la Judicatura, con canal digital alianzajuridica927@hotmail.com, 

actualizado en el Registro Nacional de Abogados, actuando en mi condición 

de Defensora de la condenada ERIKA TATIANA GUTIERREZ VANEGAS, mayor 

de edad, actualmente privada de la libertad en la Cárcel y Penitenciaria de 

Alta y Media Seguridad para Mujeres de Bogotá- EL BUEN PASTOR, 

identificada con la cédula de ciudadanía número 1.026.302.040 expedida en 

Bogotá,  respetuosamente acudo a su Despacho para manifestarle que 

interpongo recurso de APELACION, en contra  del Auto de fecha 12 de 

septiembre de  2022, para que se revoque y en su lugar se sirva conceder a 

favor de mi representada el beneficio de la Prisión Domiciliaria, como 

sustitutiva de la intramural por considerar que  el Despacho ha sido 

demasiado inflexible con mi representada, al estar debidamente acreditada 

la condición de madre cabeza de familia, como se encuentra demostrado al 

plenario. 

 

FUNDAMANTOS DE INCONFORMDIAD CON LA PROVIDENCIA DE FECHA 12 DE 

SEPTIEMBRE DE 2022, RECURRIDA EN ESTE CASO. 

 

Son varios los reparos e inconformidades que la suscrita defensora tiene 

contra el auto que negó la prisión domiciliaria en favor de mi representada, 

pero precisaré las inconformidades que imponen la revocatoria de la 

providencia apelada. 

 

En primer fundamento de inconformidad radica precisamente, en la 

desafortunada interpretación que ha dado el Despacho a la situación 

personal familiar  de mi representada, al desconocer con un argumento 

errado y baso en suposiciones la existencia  de un apoyo familiar para la 
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menor BGBG, desconociendo una verdad de apuño que la  única persona  

que le puede garantizar a un menor un proyecto de vida viable y éxitos sobre 

todo en la primera infancia, es precisamente el amor de su madre, quien le 

puede garantizar su crecimiento, desarrollo y en general una vida digna es su 

progenitora y el amor verdadero que le puede brindar. 

 

El otro fundamento de inconformidad radica, en el desconocimiento por 

parte del Despacho, de la muerte del padre de la menor BGBG, situación 

acredita al plenario y que tiene una trascendental importancia para la salud 

y desarrollo de la menor, sin embargo, el Despacho, con algunas 

consideraciones erradas e inconsecuentes, de un tajo desconoció esta 

circunstancia que hace relevante la situación de cabeza de mi familia de mi 

representada. 

 

En tercer reparo o fundamento de inconformidad, la desafortunada 

conclusión a la que arribó el Despacho, que mi representada no es 

merecedora del beneficio de prisión domiciliaria, porque existen otras 

personas que puede cumplir el rol de cuidadoras de la menor como los 

abuelos, la tía y familia extensa entre otros. 

 

Lamentable posición del Despacho, que desconoce el presente 

jurisprudencial en materia de mujer cabeza de familia y el aforo 

constitucional con que cuenta, precisamente por la prevalencia de los 

derechos de los menores, frente a una situación legal concreta, aquí con 

este fallo se desconocen tajantemente los derechos de la menor BGBG, 

quien actualmente está separada de su progenitora por una situación legal 

que ella como menor de edad no está en la obligación de afrontar.  

 

Reitero al señor Juez de Segunda Instancia que en la legislación colombiana 

se comenzó a hablar de madre cabeza de familia en la Ley 82 del 3 de 

noviembre de 1993, que definió la familia como el núcleo fundamental e 

institución básica de la sociedad, que se constituye por vínculos naturales o 

jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer 

matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. Así mismo definió a 

la madre cabeza de familia, concepto que fue modificado por la ley 1232 de 

2008, y estableció una serie de beneficios económicos y administrativos para 

el mejoramiento de la calidad de vida de su grupo familiar. 

 

Luego hace su aparición, en el escenario judicial la Ley 750 del 2002, que 

reglamentó la concesión del mecanismo sustitutivo de la pena de prisión, por 

el de prisión domiciliaria para la madre cabeza de familia, siempre que se 

cumplan los siguientes requisitos:  
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1. Que el desempeño personal, laboral, familiar de la infractora permita a la 

autoridad competente determinar que no colocara en peligro a la 

comunidad o a las personas a su cargo.  

 

2. Observar buena conducta en general y en particular respecto a las 

personas a su cargo.  

 

3. Comparecer ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la 

pena cuando fuere requerida para ello.  

 

4. La infractora deberá permitir la entrada a la residencia a los servidores 

públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la 

reclusión. 

 

La ley exceptúa de la prerrogativa de la prisión domiciliaria a las autoras o 

partícipes de delitos de genocidio, homicidio, delitos contra las cosas o 

personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, 

extorsión, secuestro o desaparición forzada o quienes registren 

antecedentes penales, salvo por delitos culposos o delitos políticos.   

 

La Ley 750 de 2002 en su artículo 1° establece que “La ejecución de la pena 

privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea mujer cabeza 

de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado 

por el juez en caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel 

lugar”, siempre que se cumplan requisitos relacionados con el desempeño 

personal, laboral, familiar o social de la infractora, además de que se 

garantice mediante caución el cumplimiento de ciertas obligaciones y que 

no se trate de delitos que se mencionan de manera específica en el texto del 

mismo artículo.  

 

Para la aplicación de la detención domiciliaria en la persona cabeza de 

familia contenida en la Ley 750 de 2002, no se estableció una exigencia 

respecto del quantum mínimo punitivo, como si se hace en la contenida en 

el artículo 38 del Código Penal a lo que la Sala de Casación Penal de la 

Corte Suprema de Justicia ha confirmado la vigencia de esta diferencia entre 

las dos instituciones en consideración de su finalidad y del momento procesal 

en el cual tienen aplicación, dado que una cosa es la detención domiciliaria 

aplicable durante el proceso y otra muy distinta la prisión domiciliaria como 

mecanismo de ejecución de una pena. 

 

El derecho a la unidad familiar es de particular importancia, porque 

constituye el mecanismo primario de protección de quienes integran el grupo 

familiar; por esta razón se debe mantener y facilitar la unidad familiar por que 

ayuda a garantizar la atención física, la protección, el bienestar emocional y 

el apoyo económico de las personas.  



Dra. María Angélica Silva Ríos   

                 Abogada 

 

 
Calle 12 B No. 8 A-03 Oficina 508 Edificio Compañía Colombiana de Seguros de Bogotá D.C. 

Móvil 311 2100086 Correo Electrónico: alianzajuridica927@hotmail.com 

 

4 

 

Garantizar el derecho de la unidad familiar juega un papel de primera 

magnitud en la determinación de las características individuales del hombre; 

las exigencias y estímulos que se generan dentro del contexto familiar crean 

un clima adecuado, lleno de afecto y consideración que influyen 

positivamente en la autoestima de los niños.  

 

A través de la evolución legislativa del Estado Colombiano, en aras de 

proteger al menor hijo de la persona privada de la libertad, se crearon 

diversas figuras las cuales buscan dar solución a esta problemática.  

 

Es por ello que en la legislación colombiana aparece la Ley 750 del 2002 en la 

que establecen los requisitos para que a los padres o madres cabeza de 

familia se les conceda el beneficio de la prisión domiciliaria para poder 

mantener la unidad familiar y buscar la protección integral de sus hijos.  

 

Los tratados de Derechos Humanos determinan que la familia es el grupo 

fundamental de la sociedad y el medio material en donde deben 

desarrollarse los niños, por lo que el interés constitucionalmente amparado, 

amerita que se reduzca el carácter punitivo de las medidas de coerción que 

mantienen a menores dentro de la unidad penal, otorgándoles a los padres 

un régimen de prisión domiciliaria, en favor de preservar adecuadamente el 

comportamiento del niño, en el marco propio de su hogar.  

 

La prisión domiciliaria es y seguirá siendo un tipo de limitación a la libertad, y 

el procesado a quien se le sustituye está detenido, solo que se reduce a la 

órbita de su domicilio. Su aplicación debe tener en cuenta los derechos 

prevalentes de los niños y la finalidad de las penas que impone el sistema 

judicial de un país con el propósito de garantizar la sostenibilidad del Estado 

Social de Derecho. 

 

La prisión domiciliaria es un mecanismo inicialmente concebido con el 

propósito de procurar el cumplimiento del precepto constitucional de 

prevalencia de los derechos del menor; sin embargo, esa concepción ha 

evolucionado y ha sufrido modificaciones en la legislación colombiana. 

 

En Colombia en la Constitución de 1991 en su artículo 44, de manera 

explícita, recoge el sentir del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 

Unicef, quien en 1959 promulgo por primera vez en el contexto mundial los 

derechos de los niños, niñas y adolescentes y establece que estos prevalecen 

sobre los derechos de los demás. 

 

En este mismo sentido a través de diferentes sentencias la Corte 

Constitucional fijó su posición sobre el principio “pro infans” y particularmente 



Dra. María Angélica Silva Ríos   

                 Abogada 

 

 
Calle 12 B No. 8 A-03 Oficina 508 Edificio Compañía Colombiana de Seguros de Bogotá D.C. 

Móvil 311 2100086 Correo Electrónico: alianzajuridica927@hotmail.com 

 

5 

a través de la Sentencia T-593 de 2009, con Ponencia del Magistrado Jorge 

Iván Palacio, se definen el alcance y la aplicación de este principio. 

 

La protección formal y material de los derechos de los niños niñas y 

adolescentes no se ve reflejada cuando ambos padres o uno de ellos es 

privado de la libertad por la comisión de un delito que comporta pena de 

prisión sin derecho a que se suspenda su ejecución, pues de no admitirlo, el 

resultado de esta situación genera un rompimiento de la unidad de la familia 

de ese niño o niña, quedando desprovisto de la plena protección de sus 

padres. 

 

El ordenamiento jurídico vigente establece la prisión domiciliaria como 

medida alternativa de protección de la unidad familiar, sirviendo de pena 

sustitutiva de la prisión en establecimiento carcelario; uno de los objetivos que 

se logra con esta medida es el de servir como mecanismo tendiente a la 

protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, evitando así que 

se les separe de su núcleo familiar. 

 

Además, desconoció el Despacho, que mi representada venía realizando el 

rol de madre de la menor BGBG, sin ningún impedimento o reproche, que no 

resulta viables en esta etapa de la vida dejar su cuidado a los abuelos 

maternos y paternos, cuando su progenitora en virtud de la constitución y la 

ley merece una oportunidad para criar a su pequeña hija en condiciones  

 

Atentamente,  

                                                               
MARÍA ANGÉLICA SILVA RÍOS 

C.C. No.1.010.196.433 BOGOTÁ 

T. P. No. 333.141 C. S. de la J. 



RECURSO NI 45223-16 V: PROCESO 110016000013202103718 CONDENADA ERIKA
GUTIERREZ RECURSO DE APELACION

Secretaria 3 Centro De Servicios Epms - Seccional Bogotá
<cs03ejcpbt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 26/10/2022 9:08 PM

Para: Secretaria 3 Centro De Servicios Epms - Seccional Bogotá <cs03ejcpbt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

 
Secretaría 3 - Centro de Servicios 
Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D. C.

De: Juzgado 16 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C. <ejcp16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: miércoles, 26 de octubre de 2022 6:21 a. m. 
Para: Secretaria 3 Centro De Servicios Epms - Seccional Bogotá <cs03ejcpbt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RV: PROCESO 110016000013202103718 CONDENADA ERIKA GUTIERREZ RECURSO DE APELACION
 

De: ALIANZA JURIDICA <alianzajuridica927@hotmail.com> 
Enviado: martes, 25 de octubre de 2022 4:53 p. m. 
Para: Juzgado 16 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: PROCESO 110016000013202103718 CONDENADA ERIKA GUTIERREZ RECURSO DE APELACION
 
Buenas tardes

De manera atenta adjunto solicitud para el proceso de la referencia.

DEFENSOR DE CONFIANZA

Dra. MARIA ANGELICA SILVA RIOS, C.C. No. 1.010.196.433, T.P. 333.141 DEL C.S.J, Canal Virtual de
No�ficación: alianzajuridica927@hotmail.com, Móvil y WhatsApp 3112100086, Dirección de
No�ficación: Calle 12 B # 8 A 03, Oficina 307, Edificio Compañía Colombiana de Seguros de Bogotá

DATOS DE CONTACTO

Correo electrónico: alianzajuridica927@hotmail.com
Celular:   3112100086

Agradezco la atención prestada y confirmar recibido.



Cordialmente,

MARIA ANGELICA SILVA RIOS 
Abogada

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.


